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Repúblicu de Pananú

Procuraduría de lu Administración

Panamá. l3 de marzo de 2024.
Nota C-050-24

Señor
Jorge Manuel Agraza,l Camargo
Ciudad.

Ref.: Funciones de un Director, que deba ser ratilicado por la Asamblea
Nacional

Señor Agrazal:

Me dirijo a usted en ocasión de dar respuesta a sus escritos recibidos el 26 de febrero de 2024.

los cuales son del siguiente tenor:

"En visfa de la complejidad del lema Transporte en esle país

queremos consullarle lo siguiente, como lransporlista a la luz de la
constitución (reformada 1978) la Ley 38 de 3l de julio de 2000,

decrelo ejecuÍivo No. 216 de l5 de diciembte de 2001:

l- El director (x) podía lomal posesión del cargo, cualquier
inslitución que requiera la ratifcctción de la asanúlea,
según lo estublece el artículo l6l, numeral I de la
cin*irución, el cócligo de Éica (decrelo ejecutivo 216,

ürtículo 15.)

2- Si bien es cierlo, la carla nngna y el código de ética es

claro, el funcionario podria firmar algún tipo de

docutnento, tales como: contralos, querellas, denuncias,
resoluciones, etc. ¿Sin haber sido, ratil¡cado? "

lgualmente, en su segunda nota señala lo siguiente:

l- Basán¡lose en los hechos. acon¡ecidos en el rescate

adminislrativo, mi bus fue, chalarreatlo y la concesión

llámese cupo, fue re poseído por la ATTT.

2- A mi juicio y conociendo el artículo 18 de la constitución,
mi proceso debió de ajuslarse a un juicio especial de

expropiación e indemnización, puesto que mi concesión
estaba inspirada como lo establece la ley 11 y el artículo
259 de esta misma constitución. (transporle público de

pasajeros (sic)"

Primeramente, debemos manifestarle, que el artículo 2 de la Ley No.38 de 3l de julio de

2000, que aprueba el Estatuto Orgánico de la Procuraduría de la Administración' establece

que sus actuaciones ",..se ex!ienden al cimbito jurídico adminislralivo del Estado.



letlalidad. tiencn fúerza oblipufori« inmediala v deben ser aplica¿los mienlrassus efcctos tte

sean suspendidos, no se declaren confrarbs a la Constilut'üin Polítit'd. (l lulayoukts
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situación que tampoco se configura en el caso que nos ocupa.

No obstante, y con fundamento en lo dispuesto en el artículo 4l de la Conslitución Política.

en concordancia con el numeral 6, del artículo 3 de la citada Ley No.38 de 2000. nos

permitimos brindarle una respuesta orientativa, aclarando igualmente. que [a misma. no

constituye un pronunciamiento de fondo o criterio jurídico concluyente que determine una

posición vinculante.

I. De ta Ley No.34 de 28 de jutio de 1999 "Por la cual se uea la Autoridad del
Tránsito y Trunspofie Teteslre, se modiJica la Ley No. 14 de 1993 y se diclan otras
disposiciones "

Mediante la Ley No. 34 de 28 dejulio de 1999, se creó la Autoridad de Tránsito y Transpofe
Terrestre, como una entidad descentralizada del Estado, con personería jurídica, autonomía

en su régimen intemo y en el manejo de su patrimonio e independencia en e[ ejercicio de sus

funcionis, sujeta a la política del Órgano Ejecutivo por conducto det Ministerio de Gobierno
y Justicia.

De igual forma, la citada ley señala que, la Autoridad de Tránsito y Transporte Tenestre.

estará a cargo de una Junta Directiva, quien tendrá entre sus atribuciones la de proponer al

Órgano Ejecutivo el nombramiento, suspensión y remoción del director general y del

subdirector generall.

En ese mismo sentido, el artículo 'l 
3 de la citada Ley No.34 de 1999, establece que el Director

General. será de libre nombramiento y remoción por parte del Órgano Ejecutivo y tendrá

entre sus funciones las siguientes:

"Arlícalo 13. El carp del director general de La Aunridctd. será de

libre nombramienlo y remoción del Orguno Ejecutivo, con sujeciórt
a lo dispueslo en el numeral ll del arlículo 9 de esla Ley, Este

funcionario tendrá la rcpresentación legul de la entidad, y será
responsable por su adminislración y por la ejecución de los
polílicas y decisiones de la Junta Di¡eclivo, Ejerc'erú sus ftotciones
de con-formidad con esta Ley, sus reglanpnlos y lus decisiones de lu

I Numeral I I , articulo 9 de la Ley No. 34 de 1999
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excluyendo las Junciones jurisdiccionales, legislalivas y en general, las compelencius
especiales (lue tengon otros órganos oficiales", situación que no ocurre en el caso que nos

ocupa; toda vez que lo que se solicita guarda relación con el análisis sobre la legalidad y
alcance de aclos administrativos maferializados, los cuales @zan de oresunción de

Aunado a ello, siendo que quien formula la consulta es un particular, no se cumple el

presupuesto contemplado en el numeral I del artículo 6 de la Ley No.38 de 2000' el cual

señala que corresponde a la Procuraduria de la AdminisÍración, servir de «¡nseiero iuridica
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Junla Direcliva y devengard los emoluntenlos que delermine el
()rgano Ejecutivo" (Lo destacado es nuestro).

De lo antes expuesto, se desprende que para ser Director General de la Autoridad de la
Autoridad del Tránsito y Transporte Tenestre, es necesario que el mismo sea recomendado

por la Junta Directiva, y que dicha recomendación sea acogida por el Órgano Ejecutivo. a fin
de que se proceda con su nombramiento, y su toma de posesión estará sujeta a las

fbrmalidades y la diligencias previstas en los afículos 771 y 772 del Código Administrativo,
que señalan lo siguiente:

"Artículo 771. Ningún funcionur¡o entrard o eiercer su cargo sin
prestarjursmenlo <le sostener y defender lu conslitución y de cumplir
los deberes que le incumban. Eslo se llama posesión, del empleo o

bien, tomar posesión de él-

"Attículo 772. El acto de enlrar a servir un destirto público, consiste

en el hecho de x¡mar posesión. "

De todo lo antes expuesto, se puede inferir que una vez cumplidas estas formalidades y la
diligencia de toma de posesión del cargo, prevista en los articulos 771 y 772 del Código
Administrativo, podrá entonces dicho luncionario, entrar a servir el destino público para el

cual es nombrado, mismo que es concurrente con el período presidencial.

Ahora bien, en cuanto a su segundo escrito que guarda relación con hechos aconlecidos,
respecto a lo que se refiere como rescate administrativo, y en el cual, señala que su bus fue

chatarreado, y la concesión fue reposeída por la Autoridad del Tránsito y Transporte

Terrestre, le explicamos lo siguiente:

La figura del "rescate administrotivo" , ha sido dehnida por el Jurista José Roberto Dromi,

en su libro Derecho Administrativo2 como: E/ rescate conslituye una causo unormal de

.finalización del contrato de concesión, considerando que se extingue anles de suvencimienlo
y es un motlo de extinción específico de las concesiones. Se lrata de una especie dantro del

¡¡énero de la rescisión uniluteral del controlo por parte de la Adminislración. Dentro de este

género, es posible distinguir modos de extinción por rozones de legalidad y oquellos que

obedecen o motivos de mérito o razones de interés público"

En igual sentido, resulta oportuno indicar lo esbozado por el Pleno de la Corte Suprema de

Justicia, en Sentencia de veintiuno (21) de diciembre de dos mil veintidós (2022), en atención
a la figura del rescate administrativo. Veamos:

"El rescate adtninislrativo constituío una facultad unilateral del
Eslado, la cual se enconlraba condicionada, a la ex¡stencia d!

2 DROMI, José Roberto - "Derecho Administrativo", Astrea, Buenos Aires, 1992, t. I, pág. 429, y en

"[nstituciones de Derecho Administrativo", Depalma, Buenos Aires. 1973, pá9.409

No se dará posesión a ningún emple«lo de nnnejo sin que

pre v ianrc nl e pre sl e.fi anza correspondie nle.
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guerra, grove perturbación del orden público o de un inlerés social
urgenle que así lo justificara"

Como quiera, que el rescate administrativo, es una facultad discrecional de la administración
pública para dar por terminado un contrato de concesión en cualquier momento, ya sea para

asumir la prestación del servicio de forma directa o ponerle fin a[ servicio por razoncs de

mérito o conveniencia, no podemos perder de vista que son con actos propios de la
administraciónr pública (Órgano Ejecutivo), los cuales se encuentran revestirlos de

presunción de legatidad, hasta tanto no sean declarados contrarios a la ley.

En cuanto a esta presunción de legalidad, debemos señalar que el artículo l5 del Código
Civil, en concordancia con el articulo 46 de la Ley N' 38 de 2000' consagran el principio de

presunción de legalidad de los actos administrativos, el cual prol'esa que las órdenes y demás

actos en firme del Gobiemo central o de las entidades descentralizadas de carácter

individual. tienen füerza oblisatoria" v serán aplicados mienlras sus electos no se!!l
susnendidos. no se declaren contrarios a la Constitución Política.alaLevoalos reulanlentos
geneml Ios tribunales comDetentes.

En lo que respecta a la aplicación de este principio, la Sala Tercera de lo Contencioso

Administrativo y Laboral de la Cofe Suprema de Justicia, en la Sentencia de 12 de

noviembre de 2008, señaló lo siguiente:

"Dentro del marco explicativo del negocio jurídico que se venlilu,

tale lu pena indicar en cuanto al principio de legulidad de los actos

adminislrotivos se refere, lla¡nado usí por la doctinu
odministral¡va, se asume que, todo actct emanudo de quien ostenla

la calidad de funcionario y dictado en ejercicio de sus utribuciones,

liene validez y eJicaciajurídica hasta tanlo auloridad competenle no

declare lo conlrario: en consecuencia, es hasta ese momento que

reviste de legalidad y obliga los actos proferidos por auloridad
compelenle para ello ".

Es decir que, en términos generales, mientras los actos administrativos no sean declarados

contrarios a la Constitución y la Ley por autoridad competente para ello, deben ser

considerados válidos y. por tanto, su aplicación es obligatoria.

En ese sentido, el artículo 206 de la Constitución Política de la República de Panamá, señala:

2. La jurisdicción contenciosa-administraliva respecto de los aclos,
ontisi<¡nes prestaciones defectuosus o dertcienle tle los servicitts
públicos, resoluciones, órdenes o disposiciones que eiecuten,

adopten, expidan o en que incurran en ejercicio de sus funciones o

pretextando ejercerlas, los funcionurios públicos y auloridudes
nacionales, provinciales, municipules y de las entidades públicus

r "Es toda declaración unilateral efectuada en ejercicio de la función administrativa, que produce efectos
jurídicos individuales en forma directa' Dormí, Roberto. Derecho administrativo, séptima edición, Editorial
Ciudad, Buenos Aires Argentina, 1998.

'A ículo 206. La Corte Suprema de Justicia tendrá, enlre sus

atribuciones conslitucionales y legales, las siguientes:
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autónonrus o semiout¿»to,nus. A tal fin, la Corte Suprena de Jusliciu
con uudienckt del Procurudor de la adminir;trac'ión, podrá anulur
los ctctos acusados de ilegulidad; restuhlecer el derccho particulur
violutlo: eslatuir nuevus disposiciones en rcentplazo de lus
int¡tugnadas y pxtnunciurse perj udicialnenle acerca del senti<k¡ v
alc'unce de un acto u¿ministr tiyo o de su vulor legal."

En concordancia con lo anterior, el artículo 97 del Código Judicial dispone que

"Artículo 97. A la Sala Tercera le están atribuidos los procesos que
se originen por acbs, omisiones, preslaciones defecÍuosas o
deJicientes de los senidores públicos, resoluciones, órdenes o
disposiciones que ejecuten, adopten, expidan o an que incurrun en
ejercicio de susfunciones o pretodando ejercerlus, losluncionarios
públicos o autoridades nacionales, provincioles, municipales y de
lus entidodes públicus outónontas o semiautónontas.

En consecuencia, la Sala Tercera conocerá en maleria
administrativa de lo siguienle:

l. De los decretos, ordenes, resoluciones r¡ cualesquiera actos,
sean generales o individuales, en materia administrativa, que
se acusen de ilegulidad.

Atentamente.

o 9"tel'cg
Procurador dc la Admlnlslraci on

De lo anterior, se desprende que la presunción de legalidad de los actos administrativos de
carácter general o particular no es absoluta, existiendo pronunciamiento de la sala Tercera
de lo conlencioso Administrativo de la corte suprema de Justicia en este sentido; es por ello
que, quien considere tener un interés legítimo, podrá presentar las acciones y recursos
conespondientes. a fin que el posible acto emitido, sea declarado nulo por ser contrario a la
Constitución y/o a la Ley.

De esta manera damos respuesta a su solicitud, reiterándole que la opinión aquí verida. no
constituye un pronunciamiento de lbndo, o un criterio concluyente que determine una
posición vinculante, en cuanto a lo consultado.

RGM/ca
c-034-24
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